Rad.: 66170-31-04-001-2017-00044-01

Accionante: Juan Pablo Romero Jaramillo     

Accionado: INPEC
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 26 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión que negó el amparo

Radicación Nro. :
66170-31-04-001-2017-00041-01

Accionante: 
JUAN PABLO ROMERO JARAMILLO
Accionado: 
DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC y otro
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas:                                 TRASLADO DE INTERNO  / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. “[E]l comportamiento asumido por el INPEC ante el traslado al Establecimiento Penitenciario de Fresno, Tolima, del señor Romero Jaramillo, no constituye una decisión arbitraria y sin fundamentos, tampoco se estableció que haya atentado en contra de sus derechos fundamentales, y aunque existió una negativa de su parte para el traslado, fue porque según afirmó el accionante, la solicitud de traslado que elevó la hizo de forma específica a esta ciudad o a Manizales o Santa Rosa, sitios que presentan alto estado de hacinamiento, según lo cual, como ya se explicó no se puede acceder si no es porque la Dirección del INPEC después de hacer un estudio acucioso de cada caso concreto, determina que ello es viable o no, sobre todo porque no sólo debe tener en cuenta para ello el caso específico, sino la situación presentada por la comunidad carcelaria en general. Ante este panorama, la única alternativa viable para el accionante es reintentar la solicitud de traslado a la institución de forma genérica a fin de que allí se evalúe si existe algún otro lugar cercano en el que se pueda reubicar, o en un escenario judicial, acudir a la jurisdicción contencioso administrativa a fin de atacar el acto administrativo mediante el cual se tomó tal determinación, pues infortunadamente no es este el mecanismo adecuado, al haberse encontrado demostrado que no existió por parte del INPEC una actuación grave que haya comprometido derechos de tal magnitud que requieran la intervención del Juez constitucional. Acorde con lo dicho, se habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primer nivel. ”
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor JUAN PABLO ROMERO JARAMILLO, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas el 05 de abril de 2017, mediante el cual decidió no conceder la solicitud de amparo invocada.
ANTECEDENTES
El abogado José Luis Alzate Grajales, actuando como apoderado judicial del señor JUAN PABLO ROMERO JARAMILLO y sus hijos JUSTIN ROMERO BOGADO y MAXIMILIANO ROMERO BOGADO, así como sus padres, NÉSTOR ROMERO IBAÑEZ y LUZ MARINA JARAMILLO RODAS, interpuso acción de tutela en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO, de ahora en adelante INPEC, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la unidad familiar de personas privadas de la libertad, de los niños a tener una familia y no ser separados de ella, a la salud, a la integridad personal, a la igualdad y a la vida digna, con base en los hechos que a continuación se sintetizan: 
· El señor JUAN PABLO ROMERO JARAMILLO fue condenado por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad a la pena de 8 años de prisión, por incurrir en el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

· Antes de ser detenido, convivía con sus dos padres Néstor y Luz Marina, y sus dos hijos de 2 y 5 años, Justin y Maximiliano, pues la madre de los niños los abandonó, al irse para el extranjero sin importarle su suerte, por lo que fue él quien desde ese momento se hizo cargo de sus hijos y les brindaba todo el apoyo económico y moral.

· Con la reclusión del señor Romero Jaramillo en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad, se resquebrajó la unidad familiar de la cual gozaban, sin embargo, sus hijos podían visitarlo frecuentemente en compañía de sus abuelos, por lo tanto no perdían contacto con su padre. 

· No obstante, el INPEC de forma arbitraria e injusta resolvió trasladarlo a la Cárcel de Fresno, Tolima, a más de seis horas de recorrido desde Dosquebradas, y para poderlo visitar, su familia debe viajar desde el día anterior, lo que quiere decir que deben cubrir gastos de transporte, hospedaje y alimentación para ello; así las cosas, ya no pueden visitarlo cada 8 días, sino tan sólo una vez al mes.   
· Aunado a lo anterior, los padres del señor Juan Pablo son personas de avanzada edad, el señor Néstor tiene 66 años de edad y padece cáncer de próstata, y la señora Luz Marina tiene 63 años y está enferma de diabetes, presión y triglicéridos altos, y otras; tienen pocos recursos económicos y se sostienen de lo que recogen de algunos familiares, lo que implica más esfuerzo para poder visitar a su hijo. 
· Por las circunstancias narradas, el interno solicitó su traslado a la Dirección Nacional del INPEC, bien fuera nuevamente al establecimiento penitenciario de esta ciudad, o al de Manizales o Santa Rosa de Cabal, pero dicha solicitud fue resuelta desfavorablemente a través de un escrito en el cual, si bien se reconoce el derecho a la unidad familiar, alude que hay una disyuntiva de derechos constitucionales, al tener en cuenta las condiciones de hacinamiento de las cárceles mencionadas, sin embargo, tampoco brindó una solución a la violación de sus derechos fundamentales, al menos tratando de ubicarlo en otro centro de reclusión más cercano, como por ejemplo Armenia, Cartago, Caicedonia u otro. 
Ante tal negativa se han vulnerado muchos de los derechos fundamentales de su núcleo familiar, incluso se ha desconocido el interés superior de sus menores hijos, sobre todo porque no había razón para su traslado, pues su comportamiento era ejemplar, no tenía llamados de atención, estaba estudiando. 
En vista de lo anterior, el amparo de los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia de ello, se ordene al INPEC que efectúe el traslado del señor Juan Pablo Romero Jaramillo, bien sea a esta ciudad o a otro establecimiento carcelario cercano.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas avocó el conocimiento de la actuación el día 24 de marzo de 2017, en contra de la Dirección General del INPEC, así como a la Dirección de la Cárcel la 40 de Pereira. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 5 de abril de 2017, no tutelar los derechos fundamentales invocados bajo el argumento base de la discrecionalidad con que cuenta el Director General del INPEC para efectuar los traslados de los internos que se encuentran a su cargo.
IMPUGNACIÓN

El 17 de abril del año en curso, el abogado accionante presentó un memorial mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, solicitando que se proceda a revocar la totalidad del fallo impugnado, y en su lugar se acceda a proteger los derechos fundamentales que se estiman vulnerados, bajo el argumento que, en el breve análisis realizado por la Juez de primer grado, ésta tuvo en cuenta jurisprudencia que no es reciente y que en la actualidad ha cambiado de línea. 
Por otra parte, cuestiona que según conclusión de la A quo, el derecho constitucional a la unidad familiar de los reclusos está restringido, no está de acuerdo con ello, pues la abundante jurisprudencia de la Corte Constitucional sostiene lo contrario, esto es, que el derecho a la unidad familiar debe ser protegido por el Juez de tutela. 

Tampoco consideró la Juez de instancia que detrás del derecho a la unidad familiar hay otros derechos fundamentales que igualmente se van a ver afectados, como el derecho a la vida, a la salud del núcleo familiar y más grave aún, se ven vulnerados los derechos de unos menores, como es el derecho fundamental de los niños a tener una familia y no ser separados de ella, desconociendo el interés superior de esos dos niños. 
El INPEC y la Juez A-quo, no han tenido en cuenta quiénes conforman el núcleo familiar, no estudiaron si dentro del mismo existen menores de edad, si existen enfermos o no, si existen recursos económicos que les permita el traslado de un sitio a otro para visitar al recluso, o si el recluso va o no a quedar separado por las distancias de los integrantes de su núcleo familiar, etc.

Considera que la palabra descongestión y hacinamiento, no pueden servir de excusa para violar los derechos fundamentales de sus representados, pues el INPEC debió efectuar el traslado, si es que por hacinamiento lo requería a una cárcel más cercana al domicilio de su familia, como Santa Rosa de Cabal, Armenia, Cartago o Calcedonia, etc, pero jamás a la Cárcel de Fresno, Tolima.

También le parece reprochable que la Juez Cognoscente no se hubiera pronunciado sobre la violación a los otros derechos fundamentales, como el de los menores a tener una familia, el derecho a la salud y la vida de los miembros del núcleo familiar, y además no se haya pronunciado sobre los intereses superiores de los niños.

Concluye que no existieron motivos razonables y proporcionales para el traslado, sino que con éste se actuó de manera contraria a los parámetros que ha establecido para estos casos la H. Corte Constitucional.
También indicó que en el expediente obran pruebas médicas que certifican que los padres del interno están enfermos, lo que les impide viajar con cierta frecuencia a visitar a su hijo, Tolima, pero ello no mereció ningún comentario por parte del A quo, aunque se estuviera demostrando con éstas la violación a los derechos fundamentales a la salud y la vida de los miembros del núcleo familiar del señor Juan Pablo. Así mismo, obra una prueba testimonial -declaración extrajuicio- que demuestra que la madre de los menores se fue del país y no se sabe de su paradero, pero esta prueba también desatendida por la Juez.

Por lo tanto, solicitó de esta Corporación que proceda al amparo constitucional deprecado en la demanda de tutela, haciendo efectiva la protección a los derechos fundamentales violados y de esta manera, se ordene al INPEC el traslado del señor Juan Pablo a una cárcel más cercana de su domicilio.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico: 
En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si es viable a través de este mecanismo constitucional, ordenar al INPEC el traslado del centro de reclusión de Fresno, Tolima del señor Juan Pablo Romero Jaramillo, a uno que quede más cercano al lugar de residencia de su familia, por razones de acercamiento familiar. 

3. Solución: 
Con base en ese problema jurídico planteado, es pertinente recordar en primer lugar que el traslado de los reclusos entre las distintas cárceles del país a cargo del INPEC es potestativo de esa entidad, por lo tanto, como acertadamente señaló la Juez Cognoscente, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello está limitada tanto por lo establecido por la Ley 65 de 1993 como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema.

De esta manera, se tiene que el artículo 75 de la norma en cita consagra como causales para el traslado de un interno las siguientes:

ARTICULO  75. CAUSALES DE TRASLADO. Modificado por el art. 53, Ley 1709 de 2014. Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal:

1. Cuando así lo requiera el estado de salud, debidamente comprobado por médico oficial.

2. Falta de elementos adecuados para el tratamiento médico.

3. Motivos de orden interno del establecimiento.

4. Estímulo de buena conducta con la aprobación del Consejo de Disciplina.

5. Necesidad de descongestión del establecimiento.

6. Cuando sea necesario trasladar al interno a un centro de reclusión que ofrezca mayores condiciones de seguridad.
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial ha abordado el tema del poder discrecional que tiene la Dirección General del INPEC para efectuar el traslado de un recluso de un lugar a otro, señalando que éste no es absoluto, pues no puede obedecer a un capricho o devenir en arbitrariedad, sino que debe estar sujeta a las causales que para ese fin prevé la ley; así, en la Sentencia T 493 de 2013 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez) señaló:

“…5.7 Entonces, jurisprudencialmente se considera que es arbitraria e injustificada la decisión en relación al traslado de los reclusos cuando, evidenciándose vulneraciones a derechos fundamentales no restringibles, la Dirección general del INPEC:

(i) Emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso.

(ii) Niega traslados de internos bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario.

(iii) Emite órdenes de traslado o niega los mismos con base en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos.

5.8 Por el contrario, se observa que se ha considerado fundada la amplia facultad de apreciación de las causales de traslado, de los mismos cuando la decisión se encuentra justificada en las siguientes razones:  

(i) Que el recluso requiera una cárcel de mayor seguridad.

(ii) Por motivos de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios.

(iii) Porque se considere necesario para conservar la seguridad y el orden público.

(iv) Que la estadía del recluso en determinado penal sea indispensable para el buen desarrollo del proceso.”

(Negrillas por fuera del texto original)

Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente, cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido; pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin lugar a dudas la gravedad de la afectación que se le está causando a los hijos menores del actor por el distanciamiento con su padre dadas sus condiciones de reclusión:

“En conclusión, tal como puede apreciarse, la jurisprudencia de este tribunal ha determinado que la intervención por vía de tutela en la facultad discrecional reglada del INPEC resulta excepcionalísima y solo se debe inaplicar el referente normativo para autorizar el traslado de internos, en los casos en los que se encuentre seriamente comprometida la integridad física, psicológica y moral de la familia, especialmente cuando se trata de los derechos de los menores de edad.”

Del caso concreto: 

Partiendo de lo dicho hasta ahora, y revisado el expediente puesto en conocimiento de esta Colegiatura, se tiene que el señor Juan Pablo Romero Jaramillo solicitó al Director General del INPEC el traslado del lugar en el que actualmente se encuentra recluido, al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad, al de Manizales o al de Santa Rosa de Cabal, petición que resultó ser desfavorable a sus intereses, ello en razón a la situación de hacinamiento de las penitenciarías para la cuales se pidió tal cosa. 

Lo dicho anteriormente acerca del abismal crecimiento que ha tenido la población reclusa en todo el país en los últimos tiempos no es un secreto, sino un tema ampliamente conocido socialmente; incluso en desarrollo de la Sentencia T-762 de 2015
, donde uno de los accionados era el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de esta ciudad, se logró establecer a partir del informe presentado por la Defensoría del Pueblo, que éste tenía capacidad para albergar 676 internos, y para ese momento habían 1674, lo que se traduce un porcentaje aproximado de hacinamiento del 147.6%; en ese sentido, se vislumbra que la decisión tomada por el INPEC frente al traslado del señor Juan Pablo Romero Caramillo se encuentra sustentada, y teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, ajustada a los lineamientos establecidos para tal fin, lo que en otras palabras, quiere decir que es una apreciación equivocada la del togado accionante al tachar de arbitraria e injusta la decisión de traslado del interno.
Ahora bien, frente a la posibilidad de ordenarle al INPEC el traslado de un recluso por acercamiento familiar, pues considera la parte accionante que con la negativa se están vulnerando una serie de derechos no sólo al interno sino a su familia, debe decirse que aunque la situación familiar si puede llegar a tornarse difícil, es un asunto que en esta oportunidad no se cuestiona, no obstante, hay circunstancias que no pueden ser pasadas por alto, y es que si bien el INPEC, la Juez de Primera Instancia y también esta Sala reconocen que la unidad familiar del recluso puede verse alterada con ocasión de la situación que actualmente presenta, no es menos cierto que tal derecho no puede superponerse a otros derechos de rango fundamental que también se le estarían desconociendo al señor Juan Pablo Romero Jaramillo al trasladarlo a un lugar que presente condiciones de hacinamiento, tales como la dignidad humana, la salud, la integridad física y hasta la vida. 
Así las cosas, cuando una persona que ha sido privada de la libertad por haberse encontrado demostrado que incurrió en la comisión de un delito, lo normal que ocurre es que existan situaciones de su vida común que necesariamente se verán alteradas, y dentro de esos cambios habrán derechos entre los cuales algunos serán suspendidos, otros serán restringidos y otros a los cuales definitivamente no podrá renunciar por el simple hecho de ser persona, así lo ha expuesto la Corte Constitucional: 

“ (…) la jurisprudencia Constitucional ha clasificado los derechos fundamentales de los internos en tres categorías: i) aquellos que pueden ser suspendidos, como consecuencia de la pena impuesta (como la libertad física y la libre locomoción); ii) aquellos que son restringidos debido al vínculo de sujeción del recluso para con el Estado (como derechos al trabajo, a la educación, a la familia, a la intimidad personal); y iii) derechos que se mantienen incólumes o intactos, que no pueden limitarse ni suspenderse a pesar de que el titular se encuentre sometido al encierro, dado a que son inherentes a la naturaleza humana, tales como la vida e integridad personal, la dignidad, la igualdad, la salud y el derecho de petición, entre otros”

Atendiendo lo anterior, y haciendo una ponderación en sentido amplio de los derechos que están en la balanza, se puede establecer fácilmente que si bien el derecho a la unidad familiar puede encontrarse de cierto modo restringido (no sesgado), los derechos a la vida e integridad personal, a la dignidad y a la salud, entre muchos otros, del señor Juan Pablo Romero Jaramillo, no pueden ser equiparados al anterior. 

Lo que se quiere decir entonces es que, el comportamiento asumido por el INPEC ante el traslado al Establecimiento Penitenciario de Fresno, Tolima, del señor Romero Jaramillo, no constituye una decisión arbitraria y sin fundamentos, tampoco se estableció que haya atentado en contra de sus derechos fundamentales, y aunque existió una negativa de su parte para el traslado, fue porque según afirmó el accionante, la solicitud de traslado que elevó la hizo de forma específica a esta ciudad o a Manizales o Santa Rosa, sitios que presentan alto estado de hacinamiento, según lo cual, como ya se explicó no se puede acceder si no es porque la Dirección del INPEC después de hacer un estudio acucioso de cada caso concreto, determina que ello es viable o no, sobre todo porque no sólo debe tener en cuenta para ello el caso específico, sino la situación presentada por la comunidad carcelaria en general. 

Ante este panorama, la única alternativa viable para el accionante es reintentar la solicitud de traslado a la institución de forma genérica a fin de que allí se evalúe si existe algún otro lugar cercano en el que se pueda reubicar, o en un escenario judicial, acudir a la jurisdicción contencioso administrativa a fin de atacar el acto administrativo mediante el cual se tomó tal determinación, pues infortunadamente no es este el mecanismo adecuado, al haberse encontrado demostrado que no existió por parte del INPEC una actuación grave que haya comprometido derechos de tal magnitud que requieran la intervención del Juez constitucional. Acorde con lo dicho, se habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primer nivel. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 5 de abril del año avante por la Juez Primera Penal del Circuito de Dosquebradas, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-428 de 2014, M.P. Dr. Andrés Mutis Vanegas. 


� 16 de diciembre de 2015; Magistrada sustanciadora: Gloria Stella Ortíz Delgado





� Sentencia T-267/15
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